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5ª SALA ESPECIALIZADA EN MATERIA CIVIL Y MERCANTIL DEL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL ESTADO.-  Cancún Quintana 

Roo, a ocho de abril del año dos mil diecinueve. 

 

VISTO.- Para resolver el Toca Civil cuyos datos al rubro se citan, formado 

con motivo del recurso de apelación interpuesto por la parte demandada, en 

contra del auto de fecha veintiuno de mayo del año dos mil dieciocho, 

dictado por la ciudadana Juez ***** ** ******* ********* *** ******** ******** ** 

************ ******** ***, en los autos del Juicio Ordinario Civil número ********, 

y; 

R E S U L T A N D O 

 

1.- Que la determinación en esta vía impugnada es del tenor literal siguiente: 

 

[…] Por presentado el Licenciado ******** ******* ********* ********, 

Apoderado Legal de la codemandada ******* ******* ****, con sus 

escritos de cuenta, en atención a sus contenidos, LA CIUDADANA 

JUEZ ACUERDA: Agréguese a los autos para los efectos legales 

correspondientes, se acuerda en primer término la promoción marcada 

con el número de folio 117512, con fundamento en lo dispuesto por el 

artículo 70 setenta del Código de Procedimientos Civiles  en el Estado, 

SE DESECHA DE PLANO EL INCIDENTE que pretende interponer en 

el escrito de cuenta, toda vez que ha transcurrido en exceso el término 

que señala para tal efecto los artículos 129 ciento veintinueve y 336 

trescientos treinta y seis del código en consulta. […] 

 

2.- Inconforme con la resolución anterior, la parte demandada interpuso el 

recurso de apelación, mismo que previa su substanciación legal, se dejó en 

estado de dictar sentencia la que ahora se pronuncia de acuerdo a los 

siguientes: 

C O N S I D E R A N D O S: 

 



 

 

 

 

 

 

PRIMERO. COMPETENCIA 

 

Esta Autoridad es competente para conocer el presente asunto, en términos 

de los artículos 98 y 99 de la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Quintana Roo, 2, 11 y 31 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 

del Estado de Quintana Roo y atendiendo a los Acuerdos 

TSJQROO/ORD/3/2017 y TSJQROO/ORD/4/2017 ambos de la Sesión del 

Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado del seis de octubre del año 

dos mil diecisiete, por virtud de los cuales, a partir del día nueve de octubre 

del citado año, a raíz de la reorganización de las Salas de este H. Tribunal, la 

Quinta Sala especializada en Materia Civil conoce de las materias civil y 

mercantil, motivo por el cual su denominación actual es 5a SALA 

ESPECIALIZADA EN MATERIA CIVIL Y MERCANTIL, con sede en la 

ciudad de Cancún, Quintana Roo; y competencia territorial en los 

Distritos Judiciales de Solidaridad, Cozumel, Cancún, Isla Mujeres y 

Lázaro Cárdenas. 

 

SEGUNDO. EXPRESIÓN DE AGRAVIOS 

 

1.- La parte apelante dentro del término de Ley expresó como agravio el que 

se contiene en su escrito a fojas de la 74 a la 82, mismo que no se 

transcribe, pero se tiene por reproducido en este apartado y será tomado en 

consideración con posterioridad en el cuerpo de la presente resolución, sin 

que ello depare perjuicio alguno al apelante en los términos de la tesis 

jurisprudencial que a continuación se cita: “AGRAVIOS. LA FALTA DE 

TRANSCRIPCIÓN DE LOS MISMOS EN LA SENTENCIA, NO 

CONSTITUYE VIOLACIÓN DE GARANTÍAS”. Octavo Tribunal Colegiado 

en Materia Civil del Primer Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la 

Federación, Octava Época, Tomo: XII, Noviembre de 1993, Página: 288. 

 

2.- En lo medular la recurrente en sus motivos de inconformidad se duele del 

desechamiento decretado por el Juez de primer grado, respecto del 

incidente de falsedad de firmas que promovió, invocando que se transgrede 

en su perjuicio lo dispuesto por los artículos 129, 336, y 421 del Código de 

Procedimientos Civiles del Estado. 

 

Sostiene en esencia que la Juez A quo en forma errónea denegó la admisión 

de tal incidente, sin considerar que el código procesal en cita no regula 

término alguno para promover un incidente de tal naturaleza, por lo que debe 

estarse a lo previsto por el artículo 129 de la codificación adjetiva invocada, 

que establece un plazo de tres días cuando no se señale términos para la 

práctica de algún acto judicial o para el ejercicio de algún derecho. 
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Argumenta que en fecha dieciséis de mayo de dos mil dieciocho, adquirió 

conocimiento tanto de que la firma estampada en la promoción de fecha 

siete de mayo de dos mil dieciocho como de las diversas promociones 

presentadas por su contraria relativas al ofrecimiento de pruebas, objeción 

de documentos y designación de perito, eran notoriamente distintas a la que 

calza la demanda como del señor ***** ******* ****** ****, quien fungió en su 

carácter de representante legal de la parte actora, por lo que al haberse 

presentado el escrito incidental en fecha veintiuno de mayo de dos mil 

dieciocho, sí se ajustó al plazo previsto por el mencionado dispositivo legal.  

 

Por último, alega que el actuar de la Juez primigenia hace nugatorio su 

derecho de acceso a la justicia, al haberse desechado de plano el incidente 

en comento, como si se tratara de un recurso frívolo e improcedente, 

aplicando en forma inexacta el artículo 70 del Código adjetivo de la materia.   

 

TERCERO. PRONUNCIAMIENTO 

 

Así las cosas, analizadas las constancias que integran el testimonio del 

presente toca, a las cuales se les concede pleno valor probatorio en 

términos del artículo 406 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, 

esta Sala sostiene que los motivos de inconformidad esgrimidos son 

parcialmente fundados, esto en base a los siguientes razonamientos. 

 

En principio, procede decir que resulta inexacta la aplicación conjunta de los 

artículos 129 y 336 del Código de Procedimientos Civiles del Estado 

(empleados como sustento de la decisión a que arribó la Juez primigenia), 

pues el primer dispositivo citado dispone un plazo genérico para los casos 

en que no se encuentre señalado uno para la práctica de algún acto judicial 

o para el ejercicio de algún derecho, y el segundo, prevé una regulación 

específica para hacer valer la objeción de documentos en un tiempo acotado 

claramente para tal fin, de modo que tales normas no pueden cobrar 

aplicación de manera simultánea. 

 

Por otra parte, la pretensión del promovente de la incidencia gira en torno a 

la impugnación de la autenticidad de las firmas que calzan en diversas 

promociones presentadas a nombre de la parte actora, encaminada a 

privarlas de efectos, no así a la objeción de documentos a que se refiere el 

artículo 336 del Código adjetivo de la materia, la cual se trata de una 

institución diferente, pues la objeción es el medio dado por la ley para evitar 

que se produzca el reconocimiento tácito de un documento privado y para 

conseguir de esa manera, que el valor probatorio del propio instrumento 



 

 

 

 

 

 

permanezca imperfecto, de ahí que no resulte aplicable dicho precepto 

jurídico al caso particular. 

 

En adición a lo anterior, se advierte del contenido de la resolución 

combatida, que se enunció el artículo 70 de la codificación procesal en 

consulta; empero, no se aprecia motivación alguna que originara su 

aplicación al caso concreto, en la que se expresara que la incidencia 

planteada era notoriamente frívola e improcedente, ni el por qué se llegaba a 

dicha conclusión, dado que sólo se aprecia la consideración de que 

transcurrió en exceso el término señalado en los artículos 129 y 336 de 

dicho ordenamiento legal, para promover el incidente respectivo.  

 

En otro punto, cabe destacar que el acceso a la tutela jurisdiccional 

comprende tres etapas, a las que corresponden tres derechos que lo 

integran: 1) una previa al juicio, a la que atañe el derecho de acceso a la 

jurisdicción; 2) otra judicial, a la que corresponden las garantías del debido 

proceso; y, 3) una posterior al juicio, que se identifica con la eficacia de las 

resoluciones emitidas con motivo de aquél. En estos términos, el derecho 

fundamental de acceso a la jurisdicción debe entenderse como una especie 

del diverso de petición, que se actualiza cuando ésta se dirige a las 

autoridades jurisdiccionales, motivando su pronunciamiento. Su fundamento 

se encuentra en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, conforme al cual corresponde al Estado Mexicano 

impartir justicia a través de las instituciones y procedimientos previstos para 

tal efecto. Así, es perfectamente compatible con el artículo 

constitucional referido, que el órgano legislativo establezca 

condiciones para el acceso a los tribunales y regule distintas vías y 

procedimientos, cada uno de los cuales tendrá diferentes requisitos de 

procedencia que deberán cumplirse para justificar el accionar del 

aparato jurisdiccional, dentro de los cuales pueden establecerse, por 

ejemplo, aquéllos que regulen: i) la admisibilidad de un escrito; ii) la 

legitimación activa y pasiva de las partes; iii) la representación; iv) la 

oportunidad en la interposición de la acción, excepción o defensa, 

recurso o incidente; v) la competencia del órgano ante el cual se 

promueve; vi) la exhibición de ciertos documentos de los cuales depende la 

existencia de la acción; y, vii) la procedencia de la vía.  

 

En resumen, los requisitos de procedencia, a falta de los cuales se actualiza 

la improcedencia de una acción o incidente, varían dependiendo de la vía 

que se ejerza y, en esencia, consisten en los elementos mínimos 

necesarios previstos en las leyes adjetivas que deben satisfacerse para 

la realización de la jurisdicción, es decir, para que el juzgador se 



PODER JUDICIAL DEL ESTADO. 

5ª SALA ESPECIALIZADA EN 

MATERIA CIVIL Y MERCANTIL.,  

CANCUN, Q. ROO. 

 

 

 
 

 

 

encuentre en aptitud de conocer la cuestión de fondo planteada en el 

caso sometido a su potestad y pueda resolverla, determinando los 

efectos de dicha resolución. Lo importante en cada caso será que para 

poder concluir que existe un verdadero acceso a la jurisdicción o a los 

tribunales, es necesario que se verifique la inexistencia de impedimentos 

jurídicos o fácticos que resulten carentes de racionalidad, proporcionalidad o 

que resulten discriminatorios, lo anterior a fin de salvaguardar la garantía a la 

tutela jurisdiccional prevista en el artículo 17 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos.  

 

En ese orden de ideas, si bien es cierto que los órganos jurisdiccionales 

deben evitar prácticas que tiendan a denegar o limitar el derecho de acceso 

la justicia, la efectividad del indicado derecho no implica soslayar las reglas 

fundamentales del proceso relacionadas con el acceso a la justicia, siendo 

una de ellas, la vinculada en un aspecto negativo, con la preclusión, pues 

aun cuando conforme al artículo 25, numeral 1, de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos, no basta con la existencia formal de un recurso, 

sino que además debe ser efectivo, esto no significa que no haya 

restricción alguna para acceder al recurso o incidente, lato sensu, como 

pretende hacer valer la parte apelante. 

 

Razonamientos sostenidos en las Tesis y Jurisprudencia con número de 

Registro 2012051, 2001299 y 2015595, de rubro:  

 

"GARANTÍA A LA TUTELA JURISDICCIONAL PREVISTA EN EL 

ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. SUS ALCANCES” 

 

“DERECHO A UN RECURSO EFECTIVO, SENCILLO Y RÁPIDO, 

TUTELADO POR EL ARTÍCULO 25, NUMERAL 1, DE LA 

CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS. SU 

EFECTIVIDAD NO IMPLICA SOSLAYAR LAS REGLAS DE 

PROCEDENCIA DE LOS MEDIOS DE DEFENSA.”  

 

“DERECHO FUNDAMENTAL DE ACCESO A LA JURISDICCIÓN. 

SU CONTENIDO ESPECÍFICO COMO PARTE DEL DERECHO A LA 

TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA Y SU COMPATIBILIDAD 

CON LA EXISTENCIA DE REQUISITOS DE PROCEDENCIA DE 

UNA ACCIÓN.” 

Ahora bien, las formalidades previstas en los artículos 421 y 422 del Código 

de Procedimientos Civiles vigente en el Estado, aplicables en el caso 

particular, resultaron satisfechas por el promovente. 



 

 

 

 

 

 

 

En efecto, cabe señalar que los artículos 421 y 422 de la Ley adjetiva civil en 

consulta, prevén para la admisión y substanciación de los incidentes las 

siguientes formalidades: 

 

a) Los incidentes que no tengan señalada una tramitación especial, se 

sujetarán a la establecida en el capítulo denominado Incidentes. 

b) La promoción inicial deberá estar acompañada de copia simple. 

c) Se mandará correr traslado a la parte contraria para que formule su 

contestación dentro de tres días. 

d) Si se promueve prueba, deberá ofrecerse en los escritos respectivos, 

fijando los puntos sobre los que verse. 

e) Se citará para audiencia indiferible dentro del término de ocho días en 

que se reciba, se oigan brevemente alegaciones y se cite para oír 

sentencia interlocutoria. 

 

En esta tesitura, del análisis del escrito incidental, mismo que fue objeto de 

desechamiento en la determinación que se combate, se aprecia lo siguiente: 

 

 Se trata de un Incidente que no tiene tramitación especial. 

 Del sello de oficialía de partes común, (visible al reverso de la foja 61 

del testimonio de apelación), se advierte que el promovente 

acompañó copia simple del escrito incidental presentado, a fin de 

correr traslado a la contraparte. 

 Se advierte que propuso diversos medios de prueba. 

 

Empero, también se desprende que la promociones cuyas firmas se 

impugnan de falsas en dicha incidencia, son las siguientes: 

 

1. Escrito de ofrecimiento de pruebas, presentado en fecha veintiuno 

de marzo de dos mil dieciocho. 

2. Escrito en el que se objetan documentos, presentado en fecha 

diecisiete de abril de dos mil dieciocho. 

3. Escrito en el que se designa un experto para fungir como perito de la 

parte actora, presentado en fecha diecisiete de abril de dos mil 

dieciocho. 

4. Escrito en el que se ofrece una prueba confesional a cargo del 

Director del Registro Público de la Propiedad y del Comercio en el 

Estado de Quintana Roo, presentado en fecha siete de mayo de dos 

mil dieciocho. 

 

Además, de las constancias del testimonio de apelación se advierte que: 



PODER JUDICIAL DEL ESTADO. 

5ª SALA ESPECIALIZADA EN 

MATERIA CIVIL Y MERCANTIL.,  

CANCUN, Q. ROO. 

 

 

 
 

 

 

 

 Al primer escrito enunciado con antelación, recayó el auto publicado 

por lista electrónica del juzgado de origen en fecha veintitrés de 

marzo de dos mil dieciocho, mismo que surtió efectos a las doce 

horas del día siguiente. (foja 40) 

 Al segundo y tercer escrito, recayó el proveído publicado por lista 

electrónica del juzgado de origen en fecha veintitrés de abril de dos 

mil dieciocho, mismo que surtió efectos a las doce horas del día 

siguiente. (foja 54) 

 Al cuarto escrito, recayó el acuerdo publicado por lista electrónica 

del juzgado de origen en fecha quince de mayo de dos mil 

dieciocho, mismo que surtió efectos a las doce horas del día 

siguiente. (fojas 59 y 60) 

 

En tal virtud, es cierto que la impugnación de falsedad de la firma estampada 

en el cuarto escrito citado en párrafos precedentes, se promovió dentro 

del plazo genérico de tres días previsto por el artículo 129 del Código de 

Procedimientos Civiles del Estado, en virtud de que la demandada (apelante) 

tuvo conocimiento de su existencia el día dieciséis de mayo de dos mil 

dieciocho, fecha que refiere en su  escrito de apelación y que  coincide con 

la fecha en que surtió sus efectos la notificación efectuada por lista 

electrónica del auto que recayó a dicho ocurso, habida cuenta que dicho 

plazo comenzó a correr y contarse a partir del día diecisiete de mayo de 

dos mil dieciocho y feneció el día veintiuno del mismo mes y año, 

excluyendo los días inhábiles y aquéllos en que no pudieron tener lugar 

actuaciones judiciales, habiéndose presentado el escrito incidental 

correspondiente el propio día veintiuno de mayo de dos mil dieciocho 

ante la Administración de Gestión Judicial de los Juzgados.  

 

Sin embargo, la impugnación de falsedad de la firma que calza en los 

restantes escritos a que se ha hecho referencia, resulta extemporánea.  

 

Lo anterior es así, porque en lo relativo al primer escrito, la demandada 

(apelante) adquirió conocimiento de su existencia el día dos de abril de dos 

mil dieciocho, en que surtió efectos la notificación efectuada por lista 

electrónica del auto que recayó a dicho ocurso, por lo que el plazo de tres 

días previsto para ejercer ese derecho comenzó a correr y contarse a partir 

del día tres de abril de dos mil dieciocho y feneció el día cinco del mismo 

mes y año, excluyendo los días inhábiles y aquellos en que no pudieron 

tener lugar actuaciones judiciales, de modo que a la fecha de presentación 

del incidente respectivo (veintiuno de mayo de dos mil dieciocho), se había 



 

 

 

 

 

 

extinguido por preclusión su derecho de impugnar la firma de tal 

documento.  

 

De igual forma, en lo tocante al segundo y tercer escrito, la demandada 

apelante) tuvo conocimiento de su existencia el día veinticuatro de abril de 

dos mil dieciocho, en que surtió efectos la notificación efectuada por lista 

electrónica del auto que recayó a dichos ocursos, por lo que plazo de tres 

días previsto para ejercer ese derecho comenzó a correr y contarse a partir 

del día veinticinco de abril de dos mil dieciocho y feneció el día 

veintisiete del mismo mes y año, excluyendo los días inhábiles y aquellos 

en que no pudieron tener lugar actuaciones judiciales, de modo que a la 

fecha de presentación del incidente respectivo (veintiuno de mayo de dos mil 

dieciocho), se había extinguido por preclusión su prerrogativa de impugnar 

la firma de tales documentos.  

 

En consecuencia, encontrándose colmadas las formalidades previstas por 

los artículos 421 y 422 del Código adjetivo de la materia, la juzgadora del 

conocimiento debió admitir a trámite el Incidente de mérito, a efecto de 

dirimir exclusivamente lo relativo a la impugnación de la autenticidad 

de la firma estampada en el escrito presentado en fecha siete de mayo 

de dos mil dieciocho (cuarto escrito), ordenar que se corra traslado a la 

contraparte para que dentro del término de tres días formule su 

contestación, luego citar a las partes para audiencia indiferible dentro del 

término de ocho días, en que se reciba, se oigan brevemente las 

alegaciones y se cite para sentencia interlocutoria, a fin de preservar el sano 

equilibrio dispositivo procesal entre las partes contendientes; en cambio, 

soslaya examinar los requisitos de procedibilidad que prevén los dispositivos 

421 y correlativos, en demérito de los derechos fundamentales de debido 

proceso y acceso a la justicia previstos en los artículos 14 y 17 del Pacto 

Federal, así como lo legislado por el Constituyente Local precisamente para 

substanciar los incidentes que no tengan señalada una tramitación especial. 

 

En las relatadas consideraciones, el incidente planteado debió ser admitido 

para dirimir exclusivamente lo relativo a la impugnación de la 

autenticidad de la firma que calza en el escrito presentado en fecha 

siete de mayo de dos mil dieciocho (cuarto escrito), substanciarlo y 

resolverlo mediante sentencia Interlocutoria que refleje la decisión que 

en derecho proceda, deviniendo parcialmente fundados los agravios 

esgrimidos por la parte apelante. 

 

En mérito de lo anterior, con fundamento en los artículos 593 y 618 del 

Código de Procedimientos Civiles del Estado, se impone la necesidad 
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jurídica de MODIFICAR la determinación contenida en el auto recurrido, para 

quedar en los siguientes términos: 

 

[…] Por presentado el Licenciado ******** ******* ********* ********, en 

su carácter de apoderado legal de la demandada ******* ******* ****, 

con su escrito de cuenta, haciendo las manifestaciones contenidas en 

el cuerpo del mismo.- Visto lo anterior, SE ACUERDA: En cuanto a lo 

solicitado en el escrito de cuenta, con fundamento en lo dispuesto por 

los artículos, 116, 119, 125, 129,  421 y 422 todos del Código de 

Procedimientos Civiles para el Estado, se admite a trámite el 

Incidente planteado por la parte demandada a efecto de dirimir 

exclusivamente lo relativo a la impugnación de la autenticidad de 

la firma que calza en el escrito presentado en fecha siete de 

mayo de dos mil dieciocho (cuarto escrito citado en el de 

cuenta), en virtud de ser la única incidencia que se promovió dentro 

del plazo genérico de tres días previsto por el artículo 129 del 

ordenamiento legal antes invocado, siendo extemporánea la 

impugnación de falsedad de la firma que calza en los restantes 

escritos señalados por la incidentista, habiéndose extinguido por 

preclusión su derecho para tal fin. Ello es así, porque el escrito 

incidental se presentó en fecha veintiuno de mayo de dos mil 

dieciocho, apreciándose de autos que la demandada adquirió 

conocimiento de la existencia del escrito presentado en fecha 

veintiuno de marzo de dos mil dieciocho (primer escrito citado en 

el de cuenta), desde el día dos de abril de dos mil dieciocho, en 

que surtió efectos la notificación efectuada por lista electrónica del 

auto que recayó a dicho ocurso, por lo que el plazo de tres días 

previsto para ejercer ese derecho comenzó a correr y contarse a partir 

del día tres de abril de dos mil dieciocho y feneció el día cinco del 

mismo mes y año, excluyéndose los días inhábiles y aquellos en que 

no pudieron tener lugar actuaciones judiciales; asimismo, la 

demandada tuvo conocimiento de la existencia de los escritos 

presentados en fecha diecisiete de abril de dos mil dieciocho 

(segundo y tercer escrito mencionados en el de cuenta),  desde el 

día veinticuatro de abril de dos mil dieciocho, en que surtió efectos 

la notificación efectuada por lista electrónica del auto que recayó a 

dichos ocursos, por lo que el plazo de tres días previsto para ejercer 

ese derecho comenzó a correr y contarse a partir del día veinticinco 

de abril de dos mil dieciocho y feneció el día veintisiete del mismo 

mes y año, excluyéndose los días inhábiles y aquéllos en que no 

pudieron tener lugar actuaciones judiciales. En consecuencia, córrase 



 

 

 

 

 

 

traslado a la parte actora, para que dentro del término de tres días 

formule su contestación y ofrezca pruebas si lo estima necesario […] 

 

Por lo expuesto y fundado, es de resolverse y se:  

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO.- Se MODIFICA la determinación contenida en el auto 

impugnado, conforme a lo señalado en el último considerando de la presente 

resolución. 

SEGUNDO.- Remítase copia certificada de esta resolución al juzgado de 

origen para que surta los efectos legales correspondientes, y en su 

oportunidad archívese el presente Toca como asunto totalmente concluido.  

TERCERO.- NOTIFÍQUESE POR LISTA ELECTRÓNICA Y CÚMPLASE. 

Así lo resolvió y firma DULCE MARÍA BALAM TUZ, Magistrada Numeraria 

Titular de la Quinta Sala especializada en Materia Civil y Mercantil del 

Tribunal Superior de Justicia del Estado, con sede en esta Ciudad de 

Cancún, Quintana Roo, ante la Secretaria de Acuerdos de la Sala, M.D. 

REYNA ESTRELLA MEDINA GARCÍA, quien autoriza y da fe.- DOY FE. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Todos los textos eliminados en esta versión pública corresponden a información confidencial 
en su vertiente de datos personales y/o sensibles (nombres de las partes, estado civil, lugar 
de nacimiento, domicilio, edades y datos de localización de los inmuebles entre otros). En 
términos de los previsto en los artículos 126, 127, 129 y 137 de la Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública para el Estado de Quintana Roo y 116 la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública. 
 

PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE QUINTANA ROO 
 
CANCÚN, QUINTANA ROO.- LA SUSCRITA SECRETARIA DE 
ACUERDOS DE LA 5ª SALA ESPECIALIZADA EN MATERIA CIVIL Y 
MERCANTIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL ESTADO, 
HACE CONSTAR QUE LA SENTENCIA QUE ANTECEDE SE NOTIFICÓ 
POR LISTA ELECTRÓNICA, EN FECHA ______ DE 

_______________________ DEL AÑO __________.CONSTE. 


